INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 7 DE JULIO DE 2014 RELATIVO AL CÓMPUTO DE INICIO DE LOS EFECTOS ECONÓMICOS DE LAS RECLAMACIONES DE ATRASOS EN LA PRESTACIÓN ECONÓMICA PARA CUIDADOS EN EL ENTORNO FAMILIAR.
Modalidad de informe: Discrepancia.

Área temática: Subvenciones.

Informe vigente.

Se ha recibido en esta Intervención General discrepancia formulada por la Secretaría General Técnica de la Consejería de Asuntos Sociales de la Comunidad de Madrid en virtud de lo dispuesto en el artículo 88 la) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y en el artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

La discrepancia surge como consecuencia de los reparos formulados por la Intervención Delegada en la Consejería de Asuntos Sociales de la Comunidad de Madrid de fechas 19 y 20 de diciembre de 2013, relativos a cuatro expedientes de propuestas de resolución de recursos de alzada sobre los atrasos devengados y no abonados a personas en situación de dependencia. Dichos reparos se fundamentan en que el cálculo de la cuantía de los atrasos de la prestación económica efectuado por el árgano gestor no es correcto.

Por su parte, el órgano gestor considera que el cálculo de la cuantía de los atrasos de la prestación económica es correcto y ajustado a Derecho.

Se acompaña, junto al escrito de discrepancia, la documentación de los expedientes, acreditándose los siguientes
ANTECEDENTES

1.- La Dirección General de Coordinación de la Dependencia remitió a la Intervención Delegada en la Consejería de Asuntos Sociales cuatro expedientes relativos a la propuesta de resolución de los siguientes recursos de alzada sobre reclamación de atrasos por la prestación económica para cuidados en el entorno familiar:
- Recurso de alzada .......... Expediente ……….. Documento contable AD ……... Recurrente ……………… en representación de D……………………….
- Recurso de alzada  …………. Expediente …………. Documento contable AD ……….. Recurrente D ………………………… en representación de D…………………………..

-  Recurso de alzada ………….. Expediente …………. Documento contable AD ………. Recurrente D ………………………. en calidad de heredera de D……………………..

- Recurso de alzada ………….. Expediente ………….. Documento contable AD……… 
Recurrente D ……………………… en representación de D……………………..

2.- Las cuatro recurrentes basan el recurso en que la resolución mediante la que se reconoce el derecho a la prestación no ha tenido en cuenta las fechas de solicitud de las ayudas, lo que afecta al cómputo del inicio de los efectos económicos. Esto les ha causado un perjuicio económico, por lo que solicitan los atrasos correspondientes.
3.- En todos los casos el Viceconsejero de Asuntos Sociales propone la estimación de los recursos de alzada interpuestos por los interesados, reconociendo el derecho de los mismos a percibir la prestación desde el día siguiente a la entrada de la solicitud en cualquier registro de los previstos en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común o, en su caso, desde la fecha de implantación de las ayudas de acuerdo con el calendario previsto en la disposición final primera de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia.
4- La Dirección General de Coordinación de la Dependencia presenta con cada uno de los expedientes una memoria de regularización de la prestación económica con los cálculos de la cuantía a la que ascienden los atrasos devengados.
5.- En el ejercicio 2013, se procede a la tramitación de los expedientes de gasto que incluyen los cuatro documentos contables AD que se han señalado en el primer antecedente. La Intervención Delegada emite informe de reparo a los expedientes con el siguiente tenor:
“Al calcular los atrasos devengados, para la determinación de las cuantías de la prestación se toma el IPREM
  del ejercicio en que se inicia el devengo de los atrasos, en lugar del IPREM del ejercicio en que se reconoce el derecho a la prestación, tal y como viene establecido en la normativa correspondiente, por lo tanto el importe propuesto en el documento contable no es el correcto”.

6.- A la vista del reparo formulado por la Intervención Delegada, el Director General de Coordinación de la Dependencia eleva discrepancia a esta Intervención General fundamentando su disconformidad principalmente en las siguientes consideraciones:

Aduce en primer lugar, que la Intervención Delegada hace una interpretación literal del artículo 12.1 de la Orden 626/2010, de 21 de abril, de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, por la que se regula la prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores no profesionales para personas en situación de dependencia de la Comunidad de Madrid.
Cita el artículo 1120 del Código Civil y la disposición final primera de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, concluyendo que “(...) la obligación de pago para la Administración se constituye desde la fecha del acto declarativo de derecho (...)“

Por último, finaliza afirmando que “(...) se evidencia, de manera clara y distinta, que declarado el derecho a una prestación por dependencia, sus efectos se retrotraen por obra de la Ley al día en que se constituye la obligación de la Administración de proveer el servicio o prestación derivados del acto declarativo del derecho (...) coherentemente con ello, los elementos para la liquidación de dicha obligación, como ocurre en el presente caso respecto del IPREM, deben ser considerados con referencia al momento temporal en que se constituye la obligación (...)“
Con el fin de resolver las discrepancias planteadas, esta Intervención General considera oportuno efectuar las siguientes

CONSIDERACIONES
I

En primer lugar hay que destacar que estas ayudas se enmarcan en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia. Y es imprescindible, para analizar la discrepancia, determinar la legislación aplicable a estos expedientes.
En el ámbito de la Comunidad de Madrid se han dictado, entre otras, las siguientes normas:
- Orden 2176/2007, de 6 de noviembre, de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, por la que se regula el procedimiento de valoración y reconocimiento de la situación de dependencia y del acceso a las prestaciones y servicios del sistema.
- Orden 1387/2008, de 11 de junio, de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, por la que se regula el acceso a los servicios, prestaciones económicas, la intensidad e incompatibilidades de los mismos para las personas en situación de dependencia en la Comunidad de Madrid.
- Orden 2386/2008, de 17 de diciembre, de la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, por la que se regulan los procedimientos para el reconocimiento de la situación de dependencia, para la elaboración del programa individual de atención, las prestaciones económicas y servicios y el régimen de incompatibilidades.
- Orden 626/2010, de 21 de abril, por la que se regula la prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores no profesionales para personas en situación de dependencia de la Comunidad de Madrid.
La Orden 2386/2008, de 17 de diciembre, deroga las órdenes 2176/2007 y 1387/2008, si bien en la disposición transitoria primera establece que “Para aquellos beneficiarios a los que a la entrada en vigor de esta norma ya se les hubiera dictado Acuerdo de Inicio del Programa Individual de Atención, se les mantendrá el cálculo de la capacidad económica y la determinación de la cuantía de la prestación económica correspondiente, de acuerdo con las disposiciones y criterios de la Orden 1387/2008 (...)“.
A la vista de lo anteriormente expuesto, es el Acuerdo de Inicio del PIA el que determina la aplicación de una norma u otra. De la documentación acreditada en el expediente se comprueba que la Orden 2386/2008 rige para el expediente ……………, documento contable AD ………………, ya que a los otros tres expedientes se les deberán aplicar las citadas Órdenes 2176/2007 y 1387/2008. Si bien, en cuanto al tema central que nos ocupa la regulación es la misma en ambas órdenes y, por tanto, la solución es común a los cuatro expedientes.
II

El argumento central de a discrepancia plantea si para la determinación de la cuantía de los atrasos debe referenciarse al Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) del ejercicio en el que se inicia el devengo de los atrasos o bien tomar el IPREM del ejercicio en que la Administración reconoce el derecho a la prestación.
Antes de entrar en esta cuestión debemos analizar la fecha en que las solicitudes han tenido entrada en un registro público, pues los efectos del reconocimiento de la prestación económica se retrotraen al día siguiente a la fecha de entrada de la solicitud en cualquiera de los lugares señalados en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992 o a partir del día primero del año de implantación de cada grado y nivel, de acuerdo con lo previsto en la ya citada disposición final primera de la Ley 39/2006, según señalan los artículos 14 de la Orden 1387/2008 y el 28 de la Orden 2386/2008. Por tanto, el cálculo de los atrasos deberá retrotraerse, en su caso, a alguna de estas dos fechas.
Una vez determinada la fecha a partir de la que se generan los atrasos, hay que examinar el artículo 33.2 de la Ley 39/2006, el artículo 11.1 de la Orden 1387/2008, de 11 de junio, y el artículo 44 de la Orden 2386/2008, de 17 de diciembre, que establecen que para la determinación de la cuantía de las prestaciones económicas se tendrá en cuenta la capacidad económica del beneficiario. El artículo 11.3 de la Orden 1387/2008, señala que “El período a computar para la determinación de las rentas y de! patrimonio será el correspondiente al último ejercicio fiscal, cuya obligación de declarar haya finalizado inmediatamente anterior al de la fecha de efectos de las prestaciones reconocidas (...)“
Una vez establecida la capacidad económica es necesario determinar la cuantía de la prestación, tanto el artículo 13 de la Orden 1387/2008, de 11 de junio, como el artículo 49 de la Orden 2386/2008, de 17 de diciembre, esta última es de aplicación al expediente 24549/2008, fijan la fórmula que deberá aplicarse en el caso de que la capacidad económica sea superior al IPREM. Cuando la capacidad económica sea igual o inferior al IPREM, vigente en el momento del reconocimiento de la prestación, el importe de la prestación será el 100 por 100 de la cuantía máxima vigente en cada año.
Tanto el artículo 13.3 de la Orden 1387/2008 como el artículo 49.4 de la Orden 2386/2008, fijan que el IPREM que hay que aplicar es el correspondiente al ejercicio en que se reconoce el derecho a la prestación. Resulta indudable que la norma refiere el IPREM al año en que la Administración dicta la Resolución del derecho a la prestación. Interpretar que a los ejercicios anteriores a esa Resolución corresponde aplicar el IPREM de cada ejercicio constituye una interpretación extra Iegem, que conllevaría de facto a una regulación por vía interpretativa diferente a la establecida por el legislador.
III

Por último indicar que señala el Director General de Coordinación de la Dependencia que la Intervención Delegada hace una interpretación literal del artículo 12.1 de la Orden 626/2010, de 21 de abril.

Respecto a este punto se significa que esta Orden no es aplicable a los expedientes que nos ocupan, como ya ha quedado expuesto en la consideración primera del presente informe. No obstante, hay que destacar que el Código Civil en su artículo 3.1 señala que “Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos (...)“. De lo que se desprende que la interpretación de la norma que realiza la Intervención Delegada es ajustada a Derecho.
De acuerdo con las consideraciones expuestas, esta Intervención General

RESUELVE

RATIFICAR el reparo formulado por la Intervención Delegada en la Consejería de Asuntos Sociales, con los efectos previstos en el artículo 88.1.a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 88.1.b) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, en el supuesto de subsistir la discrepancia podrá elevarse la misma ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde adoptar la resolución definitiva.

� Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples.
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